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DEMANDADO Jesús Adonay Ochoa y Cia E.U.  

ASUNTO Impone Servidumbre Eléctrica 

SENTENCIA VERBAL No. 39 de 2023 

SENTENCIA GENERAL  No. 1 de 2023 

 

Medellín, veintitrés (23) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

I. OBJETO  

 

Procede el Despacho a proferir sentencia anticipada, dentro del presente proceso 

de Imposición de Servidumbre Eléctrica, incoado por Empresas Públicas de 

Medellín E.S.P., en contra de Jesús Adonay Ochoa y Cia E.U.; en virtud de 

lo dispuesto en el numeral 2° del artículo 278 del Código General del Proceso, 

teniendo en cuenta que, en el presente asunto no hay medios de pruebas por 

practicar y/o excepciones por resolver.  

 

II- ANTECEDENTES  

 

1°.  De los supuestos fácticos y de las pretensiones.  

 

1.1. Se expuso que Empresas Públicas de Medellín E.S.P. -en adelante EPM 

E.S.P.-, con el fin de desarrollar su objeto social, consistente en la prestación de 

un servicio público esencial, está desarrollando el proyecto de diseño, 

adquisición de los suministros, construcción, operación y mantenimiento de la 

subestación Nueva Esperanza (transformador de 450MVA 500/230Kv), y las 

líneas de transmisión asociadas.  

 

1.2. Que el proyecto Nueva Esperanza aumentará la capacidad de transporte de 

energía eléctrica y la confiabilidad del sistema en la región Centro -Oriental del 

País.  

 

1.3. Adujo que con el trazado de las líneas de trasmisión del proyecto Nueva 

Esperanza, las mismas deben atravesar el predio identificado con Folio de 

http://4.bp.blogspot.com/_tveb5Vm_M9s/Smc9yUyZPJI/AAAAAAAAAQQ/K8yvhWo0xXc/s400/escudo+de+Colombia.p
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Matricula 50C1139453 de la OIRP de Bogotá -Zona Centro- de propiedad del 

demandado.  

 

1.4. Manifestó que, el acta de avalúo N°NE5005123 NESP, la Unidad 

Negociación y Administración Activo Inmobiliario de EPM, realizó la 

estimación del valor a reconocer por la constitución de la servidumbre del 

predio demandado, por un total de $871.765.737,25 

 

2.  De las peticiones 

 

Se solicitó imponer servidumbre de conducción de energía eléctrica sobre el 

predio ya identificado, comprendiendo un área de terreno de 43.013.73 metros 

cuadrados, demarcada por las coordenadas indicadas en el mapa de afectación 

anexado con la presente demanda y que hace parte integral de la misma.  Pidio 

que se autorice a la Demandante a pasar las líneas eléctricas por el predio, a 

permitir el ingreso del personal para realizar la construcción, la modificación, 

reparación, mantenimiento y vigilancia, así como a remover cultivos u 

obstáculos que impidan la construcción y mantenimiento de la red, 

autorizándoselos para circular por vías de carácter transitorio y a utilizar las 

existentes para llegar a la zona de servidumbre con los equipos necesarios.  Que 

se prohibiera la siembra de árboles que con el correr del tiempo puedan alcanzar 

las líneas o sus instalaciones, e impedir la ejecución de las obras que 

obstaculicen el libre ejercicio del derecho de servidumbre. Que se fije la 

indemnización a favor de la empresa demandada por valor de Diez Millones 

Ochocientos Setenta y Cuatro Mil Cuatrocientos Treinta Pesos 

($871.765.737,25).  Y que se ordene el registro de la sentencia en el folio de 

matrícula inmobiliaria del predio.  

 

2°.  Trámite y réplica 

 

2.1. Mediante providencia del 30 de septiembre de 2015, el Juzgado Civil del 

Circuito de Funza-Cundinamarca-, admitió la demanda y señaló fecha para la 

realización de la Inspección Judicial.  

 

2.2. El 16 de diciembre de 2015, se procedió a realizar la inspección judicial 

respecto del inmueble objeto de servidumbre (cfr. Fls.81 y 82).  La diligencia 

se adelantó por el Funcionario Judicial titular del Juzgado de Circuito, su 

secretario y el apoderado de la empresa Demandante.  En dicha diligencia se 

emitió la decisión de autorizar a la Activa, para que ejecutara las obras 

necesarias que permitieran el goce efectivo de la servidumbre legal de 

instalación y conducción de energía eléctrica y obras conexas, con fundamento 

en el Art. 28 de la Ley 56 de 1981.   

 

2.3. La parte demandada fue notificada por intermedio de apoderada judicial en 

el mes de marzo de 2017, procediendo a contestar la demanda y formulando 
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oposición, en cuanto al valor de la indemnización por la franja de terreno del 

inmueble (fls. 97, 111 a 115, arch., digit., 3).   

 

Mediante auto del 7 de septiembre de 2017, se autorizó la entrega de los dineros 

a favor de la Sociedad Demandada, consignados a título de indemnización 

anticipada.  Además, decretó como prueba dictamen pericial de avalúo de la 

indemnización con ocasión a la imposición de la servidumbre. (cfr. Fls.121 y 

122).  Frente a la decisión de entregar los dineros sin sentencia judicial en firme, 

la apoderada de la Entidad demandante formuló recurso de reposición (véase 

fls. 127), el cual fue resuelto de forma negativa (fls. 145 a 147).  

 

Por auto del 24 de febrero de 2022, el Juzgado del Circuito de Funza-

Cundinamarca, declaró su falta de competencia, de conformidad con lo 

establecido en Auto AC4077-2018, Rdo. 1101-02-03-000-2018-02599, emitido 

por la Sala Civil – Corte Suprema de Justicia (prevalencia para la competencia 

#10, art. 28 CGP.), ordenando la remisión a los Jueces Civiles de Circuito – 

Reparto- de Medellín (fls. 195 y 196). 

 

Mediante providencia de 22 de junio de 2022, este Despacho al haberle 

correspondido por reparto la presente demanda, asume su conocimiento. En 

virtud de lo establecido en el artículo 138 del C.G.P., y teniendo en cuenta que 

la falta de competencia se originó en el factor subjetivo, se resolvió que lo 

actuado por parte del Juzgado del Circuito de Funza-Cundinamarca-, 

conservaría su validez, ya que aún no se había proferido sentencia.    

 

Finalmente, por autos del 12 de septiembre de 2022, se tuvo por desistida la 

objeción formulada frente al avalúo objeto de indemnización, toda vez que, pese 

al requerimiento formulado por el Despacho en auto del 22 de junio de 2022, la 

parte demandada no cumplió con la carga procesal de impulsar la práctica del 

medio probatorio requerido para resolver sobre el fondo de la objeción.   

Adicionalmente, se indicó que, una vez ejecutoriado el auto, se procedería a 

dictar sentencia de forma anticipada, por configurarse el supuesto contemplado 

en el numeral 2do del Art. 278 del C.G.P.  

  

 

III.  CONSIDERACIONES.  

 

3°. Presupuestos procesales  

 

Un escrutinio de la demanda permite establecer que se cumplen con los 

presupuestos formales y materiales para le emisión de la sentencia de fondo o 

de mérito, sin que se advierta algún defecto que genera la invalidez del 

procedimiento conforme a los supuestos contemplados por el Art. 133 del 

C.G.P.  

4°.  Problema jurídico.  
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Consiste en determinar la viabilidad de la imposición de la Servidumbre de 

Energía Eléctrica y si la indemnización formulada por la demandante a favor de 

los demandados se encuentra debidamente soportada.  

 

5°.  Marco legal de la servidumbre de energía eléctrica.  

 

En cuanto al concepto, elementos y marco normativo que delimita la imposición 

de una servidumbre de energía eléctrica, acudimos a lo dispuesto por la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en la providencia SC15747-2014 

del 14 de septiembre de 2014(1), en donde explicó:  

 

“7.- De conformidad con el artículo 879 del Código Civil, la 

«servidumbre predial o simple servidumbre, es un gravamen 

impuesto sobre un predio, en utilidad de otro predio de distinto 

dueño» y entre las diversas clasificaciones que admiten, el artículo 

888 ibidem señala que son «o naturales, que provienen de la natural 

situación de los lugares, o legales, que son impuestas por la ley, o 

voluntarias, que son constituidas por un hecho del hombre». 

  

“Esa diferenciación es fundamental por tratarse en últimas de 

diferentes clases de afectaciones, en la medida que las dos primeras 

están regidas por lo que sobre ellas se contemple en el marco 

normativo vigente.  Las últimas son el producto del acuerdo que 

constituye la limitación al dominio y pueden provenir incluso de una 

cláusula testamentaria, una decisión judicial o ser adquirida por 

usucapión, según las reglas de los artículos 937 al 941 del Código 

Civil. 

  

Bajo esta óptica, el artículo 939 ibidem que se refiere a la posibilidad 

de que «[l]as servidumbres continuas y aparentes pueden 

constituirse por título o por prescripción de diez años», únicamente 

se aplica a las «servidumbres voluntarias», sin que exista fundamento 

para que sus alcances se hagan extensivos a las otras clases aludidas. 

  

Sobre el tema la doctrina tiene dicho que 

  

“Las servidumbres legales las autoriza la ley en atención a la 

conveniencia general, o sea, consultando los interese generales. Por 

lo mismo, no son unas mismas de acuerdo con todas las 

Legislaciones, porque la conveniencia varía según las condiciones 

de cada país (…) Las servidumbres voluntarias no provienen 

únicamente de los contratos, sino que pueden establecerse por 

testamento, por destinación (art. 938) o por prescripción. Por esto, 

no tienen otra limitación que el orden público y las leyes (…) Se ha 

                                                           
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia SC15747 del 14 de septiembre de  



 

5 
 

criticado la clasificación anterior de las servidumbres, observando 

que no hay razón para distinguir las naturales de las legales, puesto 

que ambas existen porque las reconoce la ley. Luego las 

servidumbres solo pueden ser legales o voluntarias, porque o 

provienen de la ley o de la voluntad del hombre. Sin embargo, la 

diferencia entre las servidumbres naturales y las legales se justifica 

notando que las primeras, como lo hemos dicho son hechos naturales 

que la ley se limita a reconocer y que no podría impedir, mientras 

que las segundas verdaderamente las crea la ley, porque sin esta no 

podrían existir (…) Otra crítica se ha hecho a la clasificación de las 

servidumbres. Se dice que las naturales y las legales verdaderamente 

no son servidumbres, o sea, limitaciones del dominio, porque 

constituyen el Derecho común, desde que no hay predio ninguno 

exceptuando de ellas. Si el dominio consiste en gozar y disponer de 

las cosas no siendo contra ley o contra derecho ajeno (art. 699), 

aquellas servidumbres no constituyen limitación, porque al 

reconocerlas la ley, quiere decir que el dominio sólo existe en ciertos 

términos para todos los individuos. (Vélez, Fernando; Estudio sobre 

el derecho civil colombiano; Lito-Editorial Jurídica Colombiana; 

tomo III, pág. 358).  

  

“8.- Incluso la naturaleza extraordinaria de las servidumbres legales 

fue objeto de pronunciamiento por la Corporación en un asunto 

relacionado con la explotación petrolera, en el cual resaltó que  

  

(…) con arreglo a los artículos 4º, del decreto 1056 de 1953, y 1º, de 

la ley 1274 de 2009, la industria de los hidrocarburos es concebida 

como de utilidad pública en sus ramos de exploración, producción, 

transporte, refinación y distribución, desde luego que a través de 

tales empresas (art.25, C. de Co.) lo que existe es, al fin de cuentas, 

la explotación de un patrimonio que en sus orígenes más remotos es 

de propiedad pública, en tanto el dominio sobre él está radicado en 

cabeza del Estado, según viene de verse, así sea que alguna de dichas 

actividades o todas ellas resulten desarrolladas a través de los 

particulares mediante convenios de concesión; por consiguiente, 

dado que la industria de los hidrocarburos es de utilidad pública en 

los mencionados ramos, para su ejercicio el legislador ha diseñado 

ciertos instrumentos especiales, como las servidumbres petroleras, 

que, cual especie de servidumbre de utilidad pública, están llamadas 

a ofrecerle a su titular poderes directos sobre el predio sirviente y 

presuponen una verdadera desmembración del derecho de propiedad 

(…) De las susodichas servidumbres petroleras, merecen particular 

mención las de oleoducto y las de ocupación de terrenos; las 

primeras involucran los predios donde son operadas las estaciones 

de bombeo e instaladas las dependencias tendientes a procurar el 

funcionamiento de los oleoductos, al paso que las segundas conllevan 
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la autorización a favor del empresario del petróleo para detentar en 

forma física los predios con miras a realizar las tareas que demande 

su industria, y que pueden estar asociadas con otros gravámenes 

adoptados por la legislación minera, según así lo prescriben las 

normas actualmente vigentes, contenidas en la ley 1274 de 2009, 

acorde con la cual “los predios deberán soportar todas las 

servidumbres legales que sean necesarias para realizar las 

actividades de exploración, producción y transporte de los 

hidrocarburos”, lo que al tiempo incluye “el derecho a construir la 

infraestructura necesaria en campo e instalar todas las obras y 

servicios propios para beneficio del recurso de los hidrocarburos y 

del ejercicio de las demás servidumbres que se requieran” (art.1º) … 

Síguese de lo dicho que el derecho real de servidumbre petrolera 

normativamente ha sido establecido en orden a facilitarle a la 

industria del ramo la acometida de la gestión que le es propia, por 

supuesto que si la extracción, explotación, exploración y demás 

actividades correlacionadas tienen que llevarse a cabo mediante la 

utilización de terrenos de propiedad ajena, se necesita la imposición 

de un gravamen tal a efecto de que la respectiva empresa pueda 

cumplirse, bajo el entendido de que con su desarrollo se obtienen o 

es dable obtener recursos para favorecer a las personas asentadas 

en el territorio colombiano. A través de las mentadas servidumbres 

el legislador consagró un derecho sui géneris, con el que ha 

pretendido adoptar un régimen relativamente autónomo para el 

cabal ejercicio del derecho real en comento, las cuales hoy cuentan, 

por lo mismo, con una regulación normativa particular, dirigida a 

salvaguardar su exploración, producción y transporte, o sea que 

ofrece un poder de uso especial al explorador, explotador o 

transportador de hidrocarburos sobre el fundo; ellas se caracterizan 

principalmente porque pueden ser legales o forzosas, lo que significa 

que no son reconocidas por la mera voluntad del dueño, poseedor, 

detentador o tenedor del predio, sino que su reconocimiento e 

imposición emerge de la misma ley (…) Tan peculiar es este régimen 

de servidumbre, que aunque es de utilidad pública, el industrial de 

hidrocarburos, por tener la calidad de titular de este derecho real sui 

géneris, resulta obligado, respecto del dueño o poseedor de la cosa, 

a pagar la indemnización por el uso que haga de las áreas 

correspondientes, puesto que, según se sabe, el ordenamiento 

constitucional no sólo no autoriza al legislador para imponer 

expropiaciones o extinciones al dominio al margen del marco 

señalado en los artículos 34, 58 y 59 de la Carta Política, sino que 

garantiza la propiedad privada, por cuanto, cual derecho 

fundamental sobre el que se fundan todas las instituciones sociales, 

es la piedra angular de la economía, el alma universal de toda la 

legislación y fundamento cardinal de la libre empresa, como se anotó 

en algunas de las comisiones de la Asamblea Nacional Constituyente, 
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que dio origen a la actual Carta Política (CSJ SC 6 sep. 2010, rad. 

2004-00085). 

  

“9.-  La conducción de energía eléctrica es una servidumbre de 

índole legal, en los términos del artículo 18 de la Ley 126 de 1938, 

que grava «los predios por los cuales deben pasar las líneas 

respectivas», norma ésta desarrollada por la Ley 56 de 1981 en la cual 

se estableció un procedimiento especial para la imposición del 

gravamen, como consta en el segundo capítulo del Título II. 

  

“Normatividad esta que fue reglamentada por el Decreto 2580 de 

1995, cuyo artículo primero señala que  

  

“Los procesos judiciales que sean necesarios para imponer y hacer 

efectivo el gravamen de servidumbre pública de conducción de 

energía eléctrica, serán promovidos, en calidad de demandante, por 

la entidad de derecho público que haya adoptado el respectivo 

proyecto y ordenado su ejecución, de acuerdo con los requisitos y el 

procedimiento, señalados en este Decreto. 

  

“Ese precepto es claro y contundente en el sentido de que la única vía 

para «imponer y hacer efectivo el gravamen de servidumbre pública 

de conducción de energía eléctrica», es la que allí se contempla, sin 

que sean de recibo acciones contempladas para situaciones que, 

aunque se refieran a la constitución de servidumbres, tratan materias 

completamente ajenas a las que consagra la ley de manera expresa y 

especializada”. 

 

Lo anterior puede complementarse con la siguiente referencia normativa:  Ley 

126 de 1983, art. 18.  

 

Ley 56 de 1981, en los artículos 25 al 32, sobre el procedimiento que debe 

imprimírsele al trámite.  

 

Decreto 1073 de 2015, artículos 2.2.3.7.5.1, y 2.2.3.7.5.2, como un 

complemento procedimental, así como aquellos otros previstos en el Decreto 

2580 de 1985, artículos 2do, 3ro y 4to.  

 

6°. Caso concreto 

 

6.1.  La demanda pretende la imposición de servidumbre de conducción de 

energía eléctrica para la realización de una obra pública, la cual corresponde a 

la construcción del proyecto eléctrico de 450 MVA500/230Kv; en 

consecuencia, se dé aplicación a las disposiciones del Decreto 222 de 1983, el 

cual en su artículo 111 numeral 4, respecto del proceso para la imposición de 

éstas servidumbres establece que “en materia de excepciones se dará 
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aplicación a lo establecido en el artículo 453 del Código de Procedimiento 

Civil”, norma que establecía “En este proceso no son admisibles excepciones 

de ninguna clase (…).”(Hoy numeral 5º del art. 399 del CGP) 

 

A su vez, el artículo 278 numeral 2° del C.G.P., preceptúa que se puede emitir 

sentencia anticipada cuando no hubiere pruebas por practicar, la cual puede 

proferirse de forma escrita, tal como lo ha indicado autorizada doctrina 

Colombiana2, 3 por cuanto resulta innecesaria la convocatoria a la audiencia 

inicial. 

 

Asimismo, debe indicarse que, la parte Actora, presentó indemnización 

anticipada por la franja de terreno que sería objeto de la servidumbre, cuyo valor 

fue consignado a órdenes del Juzgado.  Frente al valor de la estimación, se 

presentó oposición por la empresa Demandada.  Para esclarecer la controversia, 

en el decurso del procedimiento, se decretó dictamen pericial, designándose a 

dos peritos para realización o practica del medio probatorio.  Debido al hecho 

de que la prueba no se impulsaba, dispuso requerir a la parte Opositora, para 

que materializara la notificación y posesión de los peritos, so pena de dar 

aplicación al desistimiento tácito, el cual recaería sobre la oposición al valor de 

la indemnización.  

  

Al vencimiento del plazo estipulado en la ley, por auto del 12 de septiembre de 

2022, de conformidad con lo establecido en el artículo 317 del C.G.P., ante el 

silencio de la parte demandada, se tuvo por desistida la objeción, disponiéndose 

a proseguir con la fase procesal subsiguiente.   

 

Es pertinente resaltar que, siguiendo lo dispuesto en los artículos 25 a 32ª de la 

Ley 56 de 1981 y en los artículos 2.2.3.7.5.1. a 2.2.3.7.5.7. del Decreto 1073 de 

2015, los cuales regulan el procedimiento especial que ha de seguirse en estos 

procesos, el único debate probatorio que se admite es el relacionado con el 

estimativo de perjuicios.  Sin embargo, dado que no existió oposición, las únicas 

pruebas que han de tenerse en cuenta son las documentales y la pericial aportada 

por la Demandante.   

 

5.2.  Sobre los supuestos en los cuales se cimienta la pretensión de imposición 

de servidumbre de energía eléctrica, encontramos como acreditado lo siguiente:  

 

i) Que la parte demandante sea una entidad de derecho público.   A folios 

17 a 43 del archivo #1 del expediente digital, encontramos certificado de 

existencia y representación legal de EPM ESP-, en el que consta que es una 

empresa de servicios públicos mixta; según lo dispuesto en el artículo 14.6 de 

la Ley 142 de 1994, dicha naturaleza jurídica corresponde a aquellas empresas 

en cuyo capital la Nación, las Entidades Territoriales, o las entidades 

descentralizadas de aquella o éstas tienen aportes iguales o superiores al 50%.  

                                                           
2 Código general del proceso. Parte general. Dupré Editores. Bogotá. 2016.  Pág. 670  
3 Procesos declarativos en el Código General del Proceso. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 
Bogotá. 2014. Páginas 81 y siguientes. 
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Dicho porcentaje de participación estatal le otorga la calidad de entidad pública 

al tenor de lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 489 de 1998 y el parágrafo 

del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011.   Se cumple entonces con el primero 

de los requisitos.   

 

ii) Que la referida entidad haya adoptado y ordenado la ejecución de un 

proyecto para cuya realización se requiera la imposición de la servidumbre 

legal de imposición de energía eléctrica.   Dentro del expediente digital, 

reposa copia del acta de adjudicación del proyecto Nueva Esperanza 

correspondiente a la convocatoria pública UPME01-2008 

 

iii) Que la demanda se dirija contra los titulares de derechos reales 

principales sobre el predio sirviente.  Dentro del certificado de tradición y 

libertad, aparece el inmueble identificado con la M.I50C1139453, de la OIRP 

de Bogotá -zona centro- da cuenta que demandado Jesús Adonay Ochoa y Cía 

E.U., son titulares del derecho real de domino del citado predio.  Se encuentra 

presente la tercera de las exigencias.   

 

iv)  Que la demanda contenga los requisitos establecidos en los artículos 82 y 

83 del C.G.P.  Al momento de admitir la demanda fueron verificados dichos 

requisitos y ante su cumplimiento se libró auto admisorio el cual no fue objeto 

de recursos.  Se encuentra así satisfecha la cuarta condición.   

 

v)  Que con la demanda se adjunten documentos de carácter obligatorio o 

anexos obligatorios, así:  

 

a) El plano general en el que figure el curso que habrá de seguir la línea de 

transmisión y distribución de energía eléctrica objeto del proyecto con la 

demarcación específica del área.  Dentro De la prueba documental, folios 55 

y 56, obra el plano   sobre el cual debe pasar la servidumbre de energía. 

 

b) El inventario de los daños que se causaren, con el estimativo de su valor 

realizado por la entidad interesada en forma explicada y discriminada, 

acompañado del acta elaborada al efecto.  Obsérvese a folios 46 a 60 del 

expediente encontramos informe del valor de las afectaciones sobre el predio 

“El RETIRO” del municipio de Madrid-Cundinamarca, por valor de 

OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MILLONES QUINIENTOS MIL CIENTO 

VEINTI SIETE PESOS CON SETENTA Y TRES CENTAVOS 

($871.500.127.73); asimismo, reposa informe técnico jurídico del referido 

predio e inventario de daños y registro fotográfico de la franja de servidumbre 

requerida.   

 

c) El certificado de matrícula inmobiliaria del predio. Es posible encontrar 

el certificado de tradición del inmueble “RETIRO” del municipio de Madrid-

Cundinamarca-, identificado con la M.I 50C-1139453 de la OIRP de Bogotá -

zona centro-. 
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d) El título judicial correspondiente a la suma estimada como 

indemnización. Apréciese a folios 67 el comprobante de depósito judicial del 

24 de octubre de 2017, por valor de OCHOCIENTOS SESENTA Y UN 

MILLONES QUINIENTOS MIL CIENTO VEINTI SIETE PESOS CON 

SETENTA Y TRES CENTAVOS ($871.500.127.73); a órdenes del Juzgado 

del Circuito de Funza-Cundinamarca.  Es de precisar que, el Juzgado de 

conocimiento inicial, autorizó y entregó el título judicial a la apoderada de la 

Parte Demandada, por medio del auto de fecha 7 de septiembre de 2017 (fls. 

121 y 122), sin mediar sentencia judicial que así lo autorizara.  

 

e) En cuanto a los demás anexos de que trata el artículo 84 del Código General 

del Proceso, al momento de la admisión de la demanda se verificó el 

cumplimiento de lo dispuesto en la referida disposición.  En efecto, junto con 

la demanda se anexó el poder, la prueba de la existencia y representación legal 

de las partes, las pruebas que se pretendió hacer valer y demás adjuntos 

exigidos.   

 

De lo expuesto, se tiene que la parte demandante cumplió con los presupuestos 

objetivos consagrados en el ordenamiento vigente. En consecuencia, se cumple 

con las condiciones previstas para que se ordene la constitución de la 

servidumbre, así como el registro de la sentencia en el folio de matrícula 

inmobiliaria de la propiedad.    

 

5.3.  Sobre el monto de la indemnización llamada a operar para el caso concreto, 

bien puede observarse en el expediente que, la parte actora allegó con la 

demanda el estimativo de daños sobre el predio “EL RETIRO” del municipio 

de Madrid-Cundinamarca, identificado con la M.I. 50C-1139453 de la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ, 

ZONA CENTRO, que observamos a folios 67 del expediente, en el que se tasa 

su valor en la suma de  OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MILLONES 

QUINIENTOS MIL CIENTO VEINTI SIETE PESOS CON SETENTA Y 

TRES CENTAVOS ($871.500.127.73) 

 

Siendo así las cosas y como quiera que la cuantificación de perjuicios aportado 

con la demanda cumple con las exigencias del Decreto 1073 de 2015, el monto 

de la indemnización que se decretará a favor del demandado será el estipulado 

en dicho documento, el cual asciende a la suma relacionada en el párrafo 

anterior.  

 

No sobra mencionar que el estimativo de perjuicios anexado con la demanda se 

aprecia razonable y con sustento sólido, pues tuvo en cuenta la naturaleza y 

condiciones del predio, así como el impacto de las obras a realizar por parte de 

la empresa demandante, para cuya realización se llevó a cabo visita de campo y 

se elaboró con base en metodologías aceptables.  
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Estima el Despacho que sus conclusiones son coherentes y no lograron ser 

desvirtuadas dentro del proceso.    

 

Sin más consideraciones, el Juzgado Dieciocho Civil del Circuito de Oralidad 

de Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la Ley, 

 

IV.  RESUELVE 

 

PRIMERO: IMPONER a favor de EMPRESAS PÚBLICAS DE MEDELLIN 

E.S.P. sobre el bien inmueble denominado “EL RETIRO” del municipio de 

MADRID - CUNDINAMARCA-, identificado con la M.I. 50C-1139453 de la 

OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE BOGOTÁ-

ZONA CENTRO, cuyos son: por el norte, con predio del señor Alejo Pedro 

Garzón; por el sur, con predio del señor Manuel Enrique Mora y Ramon Enrique 

Calderón y Cía; por el oriente, con predio del señor Ana Mora Riveros; por el 

occidente, vía,  que tendrá la siguiente línea de conducción.  

 

SERVIDUMBRE   

Longitud de Servidumbre: 43.013.73, equivalente a un 8.85% 

Torres 2.  

 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se autoriza a EMPRESAS 

PUBLICAS DE MEDELLIN  E.S.P.- para: pasar las líneas de conducción de 

energía eléctrica por la zona de servidumbre del predio afectado; que sus 

propios trabajadores, contratistas o subcontratistas, transiten libremente, equipo 

y maquinaria que se utilicen en los trabajos aludidos por las zonas de la 

servidumbre y transiten por los ingresos o diferentes sitios para acceder a la 

franja, con el objeto de construir las instalaciones, verificarlas, repararlas, 

remodelarlas, hacerle mantenimiento cuando fuere el caso, procurando siempre 

causar el menor daño posible a las cercas y cultivos; remover cultivos y demás 

obstáculos que impidan la construcción o mantenimiento de las líneas; construir 

ya sea directamente o por intermedio de sus contratistas, vías de carácter 

transitorio y/o utilizar las existentes en el predio del demandado para llegar a la 

zona de servidumbre con el equipo necesario para el montaje y mantenimiento 

de las instalaciones que integran el sistema de conducción de energía eléctrica; 

talar o podar los árboles que considere necesario, que puedan entorpecer la 

construcción o el mantenimiento de la obra, o que estén sembrados dentro de 

las franjas o zona de la servidumbre teniendo en cuenta la disposición final de 

todo residuo generado por las actividades de corte y extracción de la totalidad 

de los individuos mencionados con sujeción al plan de aprovechamiento 

forestal; impedir que dentro de tales franjas de servidumbre se levanten 

edificaciones o se ejecuten obras que obstaculicen el libre ejercicio del derecho 

de la parte demandante, o quien haga sus veces; realizar las actividades 

necesarias para ejercer la servidumbre, tales como inspección periódica, 

sostenimiento, reparación, cambio, reposición y en general, ejecutar todas las 
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obras que en cualquier momento y de cualquier magnitud requiera la 

demandante para el normal y buen funcionamiento de la línea de transmisión 

de energía y demás elementos allí instalados.  

 

De igual modo se previene al propietario y /o poseedores  del inmueble para que 

se abstenga de: sembrar árboles de cultivo de alto porte que con el correr del 

tiempo puedan alcanzar las líneas o sus instalaciones; ejecutar obras que 

obstaculicen el libre ejercicio del derecho a la servidumbre; e impedir realizar 

las labores rápidas y eficientes en el caso de intervenir las líneas de transmisión 

de energía, por lo que en la zona de la servidumbre no se deben construir 

edificaciones o estructuras (ejemplo: kioscos, cobertizos, piscinas, fosos, muros 

paralelos, cercas o mallas paralelos a la red, etc).      

 

TERCERO: Se ORDENA registrar la imposición de esta servidumbre de 

conducción de energía eléctrica en el folio de matrícula inmobiliaria No. M.I. 

50C-1139453 de la OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS 

PÚBLICOS DE BOGOTÁ-ZONA CENTRO, así como levantar la medida 

cautelar de inscripción de la demanda decretada dentro de este proceso. 

Líbrense los oficios correspondientes.   

 

CUARTO: CONDENAR a EMPRESAS PUBLICAS DE MEDELLÍN E.S.P., 

al pago de indemnización a favor de JESÚS OCHOA Y CÍA E.U., 

OCHOCIENTOS SESENTA Y UN MILLONES QUINIENTOS MIL CIENTO 

VEINTISIETE PESOS CON SETENTA Y TRES CENTAVOS 

($871.500.127.73); los cuales fueron consignados en la cuenta de depósitos 

judiciales y entregados por el Juzgado de Conocimiento Originario, a la 

profesional del derecho que representa los intereses de la parte Demandada.  

 

En firme esta sentencia, remítase copia del expediente a la Fiscalía General de 

la Nación y a la Comisión Seccional de Disciplina Judicial de Medellín, por 

motivo de la entrega anticipada de los dineros consignados por la empresa 

Demandante, a fin que bajo la órbita de sus competencias, determinen la posible 

infracción a bienes jurídicos penal y disciplinariamente protegidos.  

 

QUINTO: Sin condena en costas por no preverlo las normas especiales que 

regulan este proceso.   

 

SEXTO: NOTIFICAR por estados la presente providencia.  

 

SEPTIMO. EXPIDASE COPIA AUTENTICA de la presente providencia a la 

parte interesada en cuanto aporte el arancel respectivo conforme al Acuerdo 

PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura.  

 

OCTAVO. Una vez en firme esta decisión, archívense las presentes diligencias.   

 

 



 

13 
 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

 

WILLIAM FERNADO LONDOÑO BRAND 

JUEZ 
[Firma escaneada conforme al artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 del Ministerio de Justicia y del Derecho] 
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